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Sobre:  
Daños y Perjuicios 

Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero González, el Juez 

Rivera Colón y la Juez Surén Fuentes. 
 

Surén Fuentes, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 9 de agosto de 2017. 

Comparece ante nos Universal Insurance Company (Universal), 

quien solicita revisión de una Sentencia emitida por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de Bayamón (TPI), el 19 de octubre de 

2016, y notificada a las partes el 31 de octubre de 2016. Mediante el 

referido dictamen el Foro a quo declaró Con Lugar la Demanda 

presentada por la señora Yanira Matías Rodríguez, parte apelada ante 

nos. 

Por los fundamentos que a continuación expondremos, 

CONFIRMAMOS la Sentencia dictada por el TPI. 

I. 

 El 21 de octubre de 2014 la Sra. Matías Rodríguez presentó una 

Demanda en Daños y Perjuicios contra Universal, quien tenía expedida 

una póliza de responsabilidad pública a favor del señor Sergio González 

Reyes, sobre un vehículo de motor Jeep Compass. En la Demanda, la 

aquí apelada alegó haber sufrido daños físicos y emocionales como 

consecuencia de un accidente automovilístico. Especificó que mientras 
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se encontraba dentro de su vehículo de motor, el mismo fue impactado 

en la parte posterior por el vehículo de motor Jeep Compass asegurado 

por Universal. 

 Luego de que Universal presentara su correspondiente 

Contestación a la Demanda, inició el proceso de descubrimiento de 

prueba el cual culminó el 3 de noviembre de 2015, con la presentación 

del Informe de Conferencia con Antelación al Juicio, en el cual 

Universal dio por admitidas las alegaciones concernientes a la 

ocurrencia de los hechos, y la negligencia, más no así, en lo 

concerniente a los daños alegados por la Sra. Matías Rodríguez.  

El 25 de febrero de 2016 el TPI celebró Conferencia con 

Antelación al Juicio, y el 25 de agosto de 2016 celebró Juicio en su 

Fondo. Durante el mismo, estipularon las partes la conclusión arribada 

por el Dr. Suárez Castro, testigo pericial de Universal, en cuanto a que 

la Sra. Matías Rodríguez adolece de un nueve por ciento (9%) de 

impedimento en sus funciones fisiológicas generales. Así también, como 

parte de la prueba desfilada, Universal sometió la póliza expedida sobre 

el vehículo de motor, Jeep Compass, a favor del Sr. González Reyes, la 

cual indica un límite de ocurrencia de trescientos mil dólares 

($300,000.00).  

 El 19 de octubre de 2016, el TPI dictó Sentencia, en la cual 

declaró Con Lugar la Demanda. Concluyó el Foro a quo que, conforme a 

la prueba documental, testifical y pericial presentada, la Sra. Matías 

Rodríguez sufrió severos daños físicos y emocionales a raíz del 

accidente vehicular. Añadió que al momento de dicho dictamen la aquí 

apelada todavía padecía de dolores en el área del cuello y la espalda, y 

que dichas dolencias y limitaciones de movimiento le impiden llevar a 

cabo los quehaceres cotidianos. 

Valoró el TPI los daños físicos sufridos por la Sra. Matías 

Rodríguez en setenta y tres mil quinientos dólares ($73,500.00); 

desglosados en la suma de siete mil quinientos dólares ($7,500.00) por 
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cada porciento de impedimento adolecidos por la apelada, más 

cuatrocientos dólares ($400) por cada terapia recibida. Además, el Foro 

a quo valoró los daños morales experimentados por la apelada en 

veinticinco mil dólares ($25,000.00). El TPI ordenó a Universal pagar a 

la Sra. Matías Rodríguez la cuantía por concepto de los daños valorados 

para una totalidad de noventa y ocho mil quinientos dólares 

($98,500.00). 

Inconforme con el dictamen pronunciado, Universal acudió ante 

nos el 29 de noviembre de 2016 mediante recurso de Apelación, en el 

cual formuló el siguiente señalamiento de error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia en la 
indemnización concedida a la parte apelada por resultar 

en una sumamente excesiva. 
 
El 27 de diciembre de 2016 la Sra. Matías Rodríguez presentó 

ante nos su Alegato en Oposición de la Parte Apelada. Con el beneficio 

de las respectivas posiciones de las partes, procedemos a resolver. 

II. 

 En nuestro ordenamiento jurídico la responsabilidad civil 

extracontractual emana del artículo 1802 del Código Civil, 31 LPRA § 

5141. Conforme a este artículo “el que por acción u omisión causa daño 

a otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el 

daño causado". Las acciones por impericia médica son de índole 

extracontractual, y por ende, deben ser atendidas al amparo de anterior 

Artículo. Martínez Meléndez v. González Droz, 180 DPR 579, 592 

(2011). Conforme a esta disposición, se le impone responsabilidad a 

una persona por daños y perjuicios cuando el demandante demuestra, 

mediante preponderancia de la prueba: (i) que ha habido una acción u 

omisión de parte; (i) que ha mediado negligencia; y (iii) que existe un 

nexo causal entre la acción u omisión de la parte y el daño sufrido. 

Doble Seis Sport v. Departamento de Hacienda, 190 DPR 763, 788 

(2014); Toro Aponte v. E.L.A. 142 DPR 464, 473 (1997); SLG 

Hernández-López v. González Padín Co. Inc., 117 DPR 94 (1986).  

https://advance.lexis.com/api/document/collection/cases/id/5C0H-4J71-F1BK-G009-00000-00?page=788&reporter=5580&context=1000516
https://advance.lexis.com/api/document/collection/cases/id/5C0H-4J71-F1BK-G009-00000-00?page=788&reporter=5580&context=1000516
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Cuando hablamos de daños patrimoniales nos referimos a 

aquellos que producen un menoscabo valorable en dinero sobre 

intereses patrimoniales del perjudicado, tales como el daño emergente y 

el lucro cesante. Daños no patrimoniales son, en principio, aquellos 

cuya valoración en dinero no tienen una base equivalencial que 

caracteriza los patrimoniales, por afectar precisamente elementos o 

intereses de difícil valoración pecuniaria. Santini v. Serv. Air, 137 DPR 

1, 7 (1994). Específicamente en el caso de las angustias, sufrimientos 

mentales y daños emocionales, la valoración pecuniaria de estos daños 

no patrimoniales no es una matemática, pero no por eso dejan de ser 

compensables en dinero, presuponen la realidad y concreción de un 

daño. García Pagan v. Shirley Caribbean, 122 DPR 193, 205 (1988).  

 Ahora bien, la estimación y valoración de daños, ha sido 

entendida por el Tribunal Supremo como una tarea que “resulta difícil y 

angustiosa porque no existe un sistema de computación que permita 

llegar a un resultado exacto con el cual todas las partes queden 

complacidas y satisfechas”. Santiago Montañez v. Fresenius Medical, 

195 DPR 476, 490 (2016); Rodríguez, et al. v. Hospital et al., 186 DPR 

889, 909 (2012) Herrera, Rivera v. S.L.G. Ramírez-Vicéns, 179 DPR 

774, 784 (2010). Dicho ejercicio de valoración conlleva cierto grado de 

especulación y elementos subjetivos. Santiago Montañez v. Fresenius 

Medical, supra. Así pues, ausente una tabla o computadora que 

aglomere todos los elementos que influyen sobre la estimación del dolor 

físico y mental que, al oprimir un botón, produzca un resultado final 

apropiado, ello descansa en “el ejercicio discrecional, prudente, juicioso 

y razonable del juzgador de hechos”. S.L.G. Rodríguez v. Nationwide, 

156 DPR 614, 622 (2002); Urrutia v. A.A.A., 103 DPR 643, 647 (1975). 

El criterio primordial que debe guiar al juzgador al “fijar el 

resarcimiento debido es la razonabilidad”. Meléndez Vega v. El Vocero 

de PR, 189 DPR 123, 210 (2013). Este ejercicio ha de realizarse con un 

https://a.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1996277500&pubNum=2995&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
https://a.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1996277500&pubNum=2995&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
https://a.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1988178305&pubNum=2995&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
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ánimo reparador, no punitivo. Torres Solís et al. v. A.E.E. et als., 136 

DPR 302, 312 (1994).  

Al estimar los daños, son los foros primarios los que están en 

una mejor posición dado su contacto directo con la prueba. Santiago 

Montañez v. Fresenius Medical, supra, a la pág. 491; Rodríguez, et al. v. 

Hospital et al, supra, a la pág. 909. Así, pues, el foro apelativo debe 

abstenerse de intervenir “con la apreciación de la prueba y la 

determinación de daños que un tribunal de instancia haya emitido, a 

menos que las cuantías concedidas sean ridículamente bajas o 

exageradamente altas”. Santiago Montañez v. Fresenius Medical, supra, 

a la pág. 490. Pronunció el Tribunal Supremo que la parte que solicita 

que se modifique la suma que conceda en daños el foro de instancia, 

“tiene la obligación de demostrar la existencia de circunstancias que 

justifiquen dicha modificación”. Albino v. Ángel Martínez, Inc., 71 DPR 

457, 487 (2007). Afirmó que meras alegaciones son insuficientes para 

mover esa facultad modificadora. Íd.  

Al revisar una sentencia en la que el TPI haya concedido una 

indemnización por daños, el foro apelativo deberá “considerar la prueba 

desfilada y concesiones otorgadas en casos similares resueltos 

anteriormente”. Rodríguez et al. v. Hospital et al., 186 DPR 889, 909 

(2012). Ello pues, si bien cada caso, con sus circunstancias 

particulares, es diferente, dichos precedentes han de ser un punto de 

partida y una referencia útil como referencia al determinar si una 

compensación es excesivamente alta o absurdamente baja. Santiago 

Montañez v. Fresenius Medical, supra; Herrera, Rivera v. S.L.G. 

Ramírez-Vicéns, supra, a la pág. 785.  

En Herrera, Rivera v. S.L.G., supra, el Tribunal Supremo adoptó 

el método recomendado por el exjuez Antonio J. Amadeo Murga en su 

obra para determinar las cuantías concernientes a la indemnización 

correspondiente a una parte perjudicada. El mismo propone tomar en 

consideración las compensaciones otorgadas en precedentes judiciales, 
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y luego a actualización de las mismas al valor presente, teniendo en 

cuenta el cambio que ha tenido el poder adquisitivo del dólar a través 

del tiempo, el cual a su vez se basa en el índice de precios al 

consumidor, para obtener el ajuste por inflación. Por último, el método 

anteriormente adoptado, recomienda realizar un ajuste adicional por el 

crecimiento de la economía que ocurre entre la sentencia que se utiliza 

como comparación, y la fecha en que se dicta la sentencia en el caso 

que se evalúa en la actualidad.  Véase: A.J. Amadeo Murga, El valor de 

los daños en la responsabilidad civil, 1ra ed., San Juan, Editorial 

Esmaco, 1997, T.1, págs. 91-116.  

Posteriormente, en Rodríguez et al. v. Hospital, supra, el Tribunal 

Supremo -reconociendo la falta de consenso entre los expertos, en 

cuanto al método que debe utilizarse para actualizar las 

compensaciones concedidas en el pasado- optó por acoger el método 

recomendado por otros tratadistas, de considerar el nuevo índice de 

precios al consumidor, con el 2006 como año base. Íd., a las págs. 913-

914. Véase, además, J.J. Álvarez González y L.M. Pellot Juliá, 

Responsabilidad civil extracontractual, 81 Rev. Jur. U.P.R. 661 (2012). 

Así también, el más Alto Foro adoptó la postura del Prof. José Álvarez 

González, en lo referente a que la utilización de un índice de precios al 

consumidor cuyo año es reciente, torna innecesario el realizar el ajuste 

adicional que propone Amadeo Murga. 

La aplicación de este método de valoración de daños, como 

herramienta para el análisis de cuantías concedidas en indemnización, 

fue reiterada recientemente en la Opinión del Tribunal Supremo en 

Santiago Montañez v. Fresenius Medical, supra. Dispuso en dicho 

dictamen, que al considerar las compensaciones otorgadas en 

precedentes judiciales, éstas debían actualizarse al valor presente.Íd., a 

la pág. 491. También advirtió que es importante que los jueces y juezas 

del foro primario detallen los dictámenes que utilicen como referencia 

para estimar los daños, así como el cómputo que realicen para fijar las 
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sumas que concedan. Santiago Montañez v. Fresenius Medical, supra. 

Deberán también explicar “cómo se ajustan las cuantías concedidas en 

esos casos anteriores al caso que el tribunal tiene ante su 

consideración”. Íd.  

III. 

 En el caso presente Universal entiende que es sumamente 

excesiva la suma concedida a la Sra. Matías Rodríguez por concepto de 

indemnización. Como parte de su planteamiento, a modo de persuasión 

la apelante hace alusión a varios dictámenes de este Tribunal de 

Apelaciones, para comparar los daños ocurridos y la suma concedida a 

la parte aquí apelada en el caso presente, con los daños causados y las 

cuantías concedidas o revisadas en dictámenes anteriores de este Foro 

Apelativo. 

 Sin embargo, dicho ejercicio por parte de Universal, al igual que 

los argumentos formulados por la apelante, no demuestran que la 

suma que el TPI concedió en indemnización a la Sra. Matías Rodríguez 

fuera sumamente excesiva. Los planteamientos de la aquí apelante, 

fallan en demostrar que el TPI haya errado en Derecho en su examen 

sobre la prueba desfilada, o en el análisis jurisprudencial comparativo 

realizado sobre la valoración de daños.  

 Conforme a la prueba vertida y aquilatada por el TPI, quedó 

demostrado ante el Foro a quo, que a causa del impacto del vehículo 

Jeep Compass, con el vehículo donde se encontraba la Sra. Matías 

Rodríguez, ésta perdió el conocimiento, producto de una contusión 

cerebral, y sufrió traumas en el área del cuello, la cabeza, la espalda y 

el lado izquierdo de su cuerpo, incluyendo abrasiones. Debido a esto, la 

apelada recibió medicamentos para la inflamación y el dolor; se le 

realizaron exámenes de radiografía del área cervical, la cabeza y la 

espalda; tomografías computarizadas (CT Scans) del cuello y la espalda; 

y estudios de imágenes de resonancia magnética (MRI) del cuello. 

Además, la Sra. Matías Rodríguez fue sometida a quince (15) sesiones 
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de terapia física; fue referida al examen de un neurólogo; luego a un 

médico ortopeda especialista en columnas vertebrales; y finalmente a 

un médico especialista en el manejo del dolor, quien sometió a la 

apelada a varios procesos de bloqueo epidurales e infiltración de las 

áreas afectadas.    

 De igual forma, como parte de su análisis el TPI examinó los 

daños no patrimoniales sufridos por la Sra. Matías Rodríguez. Los 

padecimientos, dolencias, limitaciones de movimiento, y el nueve por 

ciento (9%) de impedimento que adolece la apelada en sus funciones 

fisiológicas generales, restringen el que ésta pueda llevar a cabo los 

quehaceres del hogar, y compartir con sus hijos y con su esposo como 

solía hacer previo al accidente. A lo anterior se le suma, que debido al 

resultado de los daños producidos por el accidente, la apelada se 

encuentra impedida de poder cuidar propiamente a su hijo 

minusválido. Bien indicó el TPI que todo lo anterior representa un 

menoscabo emocional que experimenta la Sra. Matías Rodríguez como 

consecuencia del accidente automovilístico, el cual, conforme a nuestro 

ordenamiento, debe ser compensado. El TPI concedió la suma total de 

noventa y ocho mil quinientos dólares ($98,500.00), cuyo desglose, 

descrito anteriormente en los hechos, respondió al porciento de 

impedimento adolecido por la apelada como consecuencia de los daños 

físicos sufridos, al costo de las terapias recibidas por ésta y a los daños 

morales sufridos. 

En su discusión el TPI dio especial consideración a la Opinión 

emitida por el Tribunal Supremo en el caso Colón v. Kmart, 154 DPR 

51 (2001), en vista de que dicho caso y el presente, ostentan estrecha 

similitud, tanto en los daños ocurridos a la parte perjudicada; como en 

el criterio de evaluación de los mismos; la distribución valorativa de las 

cuantías concedidas en indemnización; y la suma total concedida 

previamente por el Foro de Instancia y posteriormente reinstalada por 

el Tribunal Supremo en la referida Opinión. En Colón v. Kmart, supra, 
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la parte perjudicada recibió el impacto de varios múltiples objetos 

pesados, los cuales provocaron que ésta perdiera el conocimiento, y que 

sufriera traumas en la espalda y en la cabeza y la recurrencia posterior 

de dolores en dichas áreas. Como consecuencia de lo anterior, 

perjudicada adolecía de un cuatro por ciento (4%) de impedimento en 

sus funciones fisiológicas generales, y se vio imposibilitada de disfrutar 

a completa una vida activa junto a su esposo y de su hijo.  

 En la referida Opinión de Colón v. Kmart, supra, del 2001, el 

Tribunal Supremo dejó en vigor la Sentencia del Foro de Instancia, 

quien concedió a la parte demandante la suma de ochenta y un mil, 

sesenta y cuatro dólares con veintiocho centavos ($81,064.28), de los 

cuales sesenta mil ($60,000.00), corresponden a los daños físicos y 

morales sufridos; y ochocientos sesenta y cuatro dólares con veintiocho 

centavos ($864.28), corresponden a los gastos médicos incluidos. La 

cantidad restante correspondió a lucro cesante, y a la indemnización 

concedida al esposo de la demandante por concepto de angustias 

mentales. 

 En el caso de marras, el TPI tomó como base la suma de sesenta 

mil dólares ($60,000.00) que el Tribunal Supremo concedió en 

indemnización de daños físicos y angustias mentales en el caso Colón 

v. Kmart, supra. Ello, con el fin de demostrar que, al comparar el valor 

presente de dicha suma concedida anteriormente, con la cuantía de 

noventa y cinco mil dólares ($95,000.00), concedida en el caso de 

epígrafe, esta última suma consta razonable y proporcional a la 

valoración que en el pasado se ha establecido a daños similares a los 

sufridos por la Sra. Matías Rodríguez. En virtud de nuestra facultad 

revisoria sobre el dictamen del TPI, procedemos a aplicar el más 

reciente método establecido por el Tribunal Supremo, para determinar 

analizar la propiedad en Derecho de la determinación arribada por el 

Foro a quo. 
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 Utilizamos la fórmula adoptada en Rodríguez Ramos v. Hospital 

Dr.Susoni Inc., supra, y reiterada en Santiago Montañez v. Fresenius 

Medical, supra, acogiendo el método que utiliza el índice de precios al 

consumidor, con el 2006 como base, para desglosar el valor presente de 

la suma tomada como referencia de sesenta mil dólares ($60,000.00), 

correspondiente a la indemnización concedida en daños y angustias 

mentales semejantes a los sufridos por la apelada ante nos. 

Para junio del 2001, fecha en que mediante dictamen final y 

firme en la Opinión de Colón v. Kmart, supra, se otorgó la 

indemnización que en el caso de epígrafe el TPI tomó como referencia, 

el índice de precios al consumidor era de 85.6951, por lo que el valor 

adquisitivo del dólar era de $1.167.2 Realizamos el cómputo siguiente 

para obtener el ajuste por inflación: $60,000.00 x $1.167 = $70,015.75. 

Como segundo paso, dividimos el ajuste por inflación ($70,800.00) 

entre el valor adquisitivo del dólar del año en que fue dictada la 

Sentencia objeto de revisión, es decir, el 2016 ($0.86). Del resultado de 

dicho cómputo, obtuvimos $81,413.66 como valor presente de la 

cuantía concedida en el 2001. 

 Es menester destacar que el anterior cómputo, y la cuantía 

resultante como valor presente, responden originalmente a la 

indemnización de una perjudicada que sufrió daños similares a los de 

la Sra. Matías Rodríguez, exceptuando que adoleció de un cuatro por 

ciento (4%) de impedimento en sus funciones fisiológicas generales; 

ello, en contraste con el nueve por ciento (9%) de impedimento que 

                                       
1 Las tablas estadísticas que proveen los índices de precios al consumidor desde el 

año 2016 hasta el 1984, se encuentran en la página cibernética del Instituto de 

Estadísticas de Puerto Rico: http://www.estadisticas.gobierno.pr/iepr/. Las tablas 

estadísticas que proveen el índice de precios al consumidor actual son publicados en 

los informes mensuales que provee el Departamento del trabajo y Recursos Humanos, 

los cuales constan disponibles en la página cibernética de dicha Agencia: 
http://www.mercadolaboral.pr.gov/lmi/pdf/Default/IPC/Indice%20de%20Precios%2

0al%20Consumidor.pdf (Fecha de publicación más reciente: 21 de junio de 2017). 

 
2 Para calcular el valor adquisitivo del dólar, dividimos 100 entre el índice de precios 

al consumidor seleccionado. Así obtenemos el mismo valor adquisitivo del dólar que 
provee el Departamento del Trabajo y Recursos Humanos en sus boletines mensuales. 
Véase: Rodríguez et el. V. Hospital, et al, supra, a la pág. 918. 

 

http://www.estadisticas.gobierno.pr/iepr/
http://www.mercadolaboral.pr.gov/lmi/pdf/Default/IPC/Indice%20de%20Precios%20al%20Consumidor.pdf
http://www.mercadolaboral.pr.gov/lmi/pdf/Default/IPC/Indice%20de%20Precios%20al%20Consumidor.pdf
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adolece la aquí apelada. Toda vez que dicho ejercicio comparativo, 

muestra una diferencia de más del doble entre el impedimento sufrido 

en el caso tomado como base, y el caso de epígrafe, es forzoso concluir 

que la suma de noventa y cinco mil dólares ($95,000.00) que ante nos 

impugna Universal, indudablemente razonable y para nada excesiva. 

 En fin, a la luz de todo lo anterior, y bajo la óptica de la norma 

aplicable y la jurisprudencia interpretativa, concluimos que los 

argumentos de Universal son insuficientes en Derecho para demostrar 

que la cuantía concedida a la Sra. Matías Rodríguez en indemnización 

es excesivamente alta. Antes bien, tras realizar una evaluación y 

valoración de los daños sufridos por la apelada, cónsona con el método 

adoptado por la doctrina jurisprudencial más reciente, concluimos que 

la suma de noventa y cinco mil dólares ($95,000.00), concedida a la 

apelada por concepto de indemnización es razonable, razón por la cual, 

procedemos a Confirmar la Sentencia apelada. 

IV. 

 Por los fundamentos anteriormente expuestos, los cuales 

hacemos formar parte de esta Sentencia, CONFIRMAMOS la Sentencia 

dictada por el Tribunal de Primera Instancia. 

Notifíquese. 

Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 


